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Introducción

Es un honor participar en el homenaje que se rinde al profesor René Molina 
Galicia, por considerar que ha logrado en el foro venezolano una alta estima, 
por sus aportes intelectuales al ordenamiento jurídico, su dedicación a la en-
señanza del Derecho en nuestras universidades, el respeto por su condición 
de abogado en ejercicio, autor de varias obras significativas en materia cons-
titucional y procesal. El homenaje se justifica en un ciudadano de su calidad.

La finalidad del presente ensayo es divulgar la importancia del Sistema 
Rector Nacional para la Protección Integral de los Niños, Niñas y Adolescentes, 
llamar la atención para el ajuste de los entes que lo conforman, especialmente 
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en lo relativo al personal, la infraestructura y tecnología que impone el ba-
gaje constitucional de su estructura y la filosofía de la Convención sobre los 
Derechos del Niño.

En primer lugar, se ha marcado una diferencia formal y material entre el lla-
mado «sistema de la situación irregular del menor» y la «teoría de la pro-
tección integral del niños, niñas y adolescentes». Según Buaíz Valera la 
doctrina de la situación irregular estima que el menor:

Es un ser considerado incapaz. ¿Quiénes son esos menores? ¿Quiénes los 
niños incapaces? Veamos: i. Los abandonados material y moralmente, 
es decir, aquellos que no tiene habitación cierta, que no tienen escuela, 
que no reciben el afecto espiritual de sus padres, y cualesquiera otras  
situaciones similares de carencia socio-económicas; ii. los que se encuen-
tran en situación de peligro, es decir, los que por una conducta de terceros 
o de la sociedad, o por cualquier otra circunstancia, pueden tornarse pe-
ligrosos para esa misma sociedad, y iii. los infractores, que son general-
mente aquellos a los que se les abandonó material y moralmente, se les 
negó sus derechos, o se les colocó en peligro, y comenten actos previstos 
en las leyes como delito1.

Si esa es la doctrina citada, no cabe duda que la doctrina o teoría de la pro-
tección integral del niño desplazó para siempre del entorno infantil a la si-
tuación irregular del menor que es intolerable2. Por el contrario, el Sistema 
Rector Nacional de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, al funda-
mentar la protección integral de los niños, niñas y adolescentes, incorpora 
el aporte de la Convención sobre los Derechos del Niño a su contenido para 
combatir el pasado a que hace referencia la situación irregular del menor 
antes citada.

1	 Buaíz Valera, Yuri Emilio: «Introducción a la doctrina para la protección integral 
de los niños». En: Introducción a la Ley Orgánica para la Protección del Niño  
y Adolescente. UCAB. Caracas, 2000, pp. 9-11.

2	 Ibíd., p. 10.



1. Convención sobre los Derechos del Niño

La Convención sobre los Derechos del Niño fue adoptada, abierta a la firma y 
ratificación por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 
44/25, el 20 de noviembre de 1989. Entró en vigor el 2 de septiembre de 1990, 
de conformidad con el artículo 49 de la normativa del ente citado. Fue suscrita 
por los Estados Miembros en forma unánime, si se estima que de los 140 asis-
tentes a la Asamblea, solo dos no la suscribieron: Somalia y Estados Unidos. 
Actualmente, tiene 193 miembros, debido a la validez institucional adqui-
rida al ocuparse de una materia trascendente en la existencia de los países 
del mundo, como es la infancia y adolescencia. Las Naciones Unidas la han 
institucionalizado hasta el punto de contar con la «doctrina de los derechos 
humanos para la infancia y la adolescencia», denominada «protección inte-
gral de los niños, niñas y adolescentes». La Convención está integrada por su 
Preámbulo y los Protocolos que han sido elaborados progresivamente: a. Proto-
colo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta 
de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía;  
b. Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño re-
lativo a la participación de niños en los conflictos armados, y c. Protocolo 
Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a un procedi-
miento de comunicaciones. La inseguridad, los riesgos, el abandono, el hambre, 
la ignorancia, las drogas son hechos que agreden tempranamente su vida.

El Estado venezolano el 29 de agosto de 1990 recibe la Convención3. Como 
consecuencia de ese acto internacional, Venezuela, en los espacios públicos 
y privados, se moviliza para asumir el contenido de la Convención, tanto en 
el Congreso como en el medio universitario, que desempeñó un papel signi-
ficativo, al participar en la elaboración de la «Ley Orgánica de Protección del 
Niño y Adolescente»4.

En cuanto a los principios de la Convención, relativos al tema objeto de este en-
sayo, desde el artículo 1 hasta el 4, se prevé lo concerniente a la definición del 

3	 Gaceta Oficial de la República de Venezuela N.º 34451, del 29-08-90.
4	 Gaceta Oficial de la República de Venezuela N.º 5266 extraordinario, del 02-10-98.
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niño, «que es todo ser humano menor de 18 años de edad, salvo que en virtud 
de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad». En el 
artículo 2, dice:

Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente 
Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdic-
ción, sin distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el 
sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen 
nacional, étnico o social, la posición económica, los impedimentos fí-
sicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres  
o de sus representantes legales.

En el artículo 3 se expresa:

1. Todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 
públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades ad-
ministrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial que 
se atenderá será el interés superior del niño. 2. Los Estados Partes se com-
prometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesario 
para su bienestar, teniendo en cuenta los deberes de sus padres, tutores u 
otras personas responsables de él ante la ley y con ese fin, tomarán todas 
las medidas legislativas y administrativas adecuadas. 3. Los Estados Partes 
se asegurarán en que las instituciones, servicios y establecimientos encar-
gados del cuidado o la protección de los niños cumplan las norma esta-
blecidas por las autoridades competentes, especialmente en materia de 
seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así como en 
relación con la existencia de una supervisión adecuada.

En el artículo 4 se expresa:

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, legisla-
tivas y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en 
la presente Convención. En lo que respecta a los derechos económicos, 
sociales y culturales, los Estados Partes adoptarán esas medidas hasta el 



máximo de los recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro 
del marco de la cooperación internacional.

Hemos seleccionado estos cuatro artículos, con el objeto de precisar, que el 
Estado tiene la obligación de proteger integralmente al niño, niña y adoles-
cente. Dispondrá de los recursos económicos, sociales, educativos y cultu-
rales para que el niño reciba de su familia la protección necesaria en la que 
también participa la sociedad y, desde luego, el Estado. Cuando Venezuela 
aceptó ser miembro de la Convención se sometió a su normativa para desa-
rrollar la protección integral del niño y del adolescente; desde luego, se in-
cluye la necesidad de crear un «sistema jurídico» donde tal compromiso se 
aprecie y un «sistema económico» para la protección de la infancia y de la 
adolescencia en todos los aspectos de su vida. Usualmente, el Estado es con-
vocado a las Naciones Unidas (Ginebra) para que informe todas las medidas 
de protección de la infancia y adolescencia que ha tomado. Venezuela ha 
presentado los «Informes sobre la infancia y la adolescencia» conforme a la  
legislación internacional de la ONU sobre el crecimiento, desarrollo, salud, 
educación, alimentación de esa población de la infancia y adolescencia y las 
ONG vigentes en el país también presentan un informe que recibe el trata-
miento del protocolo correspondiente. En síntesis, la Convención sobre los 
Derechos del Niño es el texto máximo que fundamenta la protección integral 
de la infancia y adolescencia del mundo.

2. La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela

Durante el año de 1999 se discutió la Constitución de la República Boliva-
riana de Venezuela, mediante referendo fue aprobada el día 15 de diciembre 
del citado año, para la realización de los fines del Estado. La Exposición de 
Motivos de dicho instrumento remarca en el Título iii, Capítulo i: que está 
inspirada «por las principales tendencias que se han desarrollado en De-
recho comparado y en los tratados internacionales sobre derechos humanos, 
la Constitución reconoce expresamente el principio de progresividad en la 
protección de tales derechos, conforme a lo cual el Estado garantizará a toda 
persona natural o jurídica, sin discriminación alguna, el respeto, el goce y el 
ejercicio irrenunciable, indivisible e interdependiente de los mismos».
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El texto constitucional permite la construcción de un sistema jurídico basado 
en fuentes internacionales y en el reconocimiento de principios sociales, para 
el goce y disfrute de los derechos. Toda ley debe basarse en principios cons-
titucionales y los administradores del sistema judicial tomarán en cuenta la 
importancia de tales principios para evaluar el gasto social. En la Exposición 
de Motivos, Título iii, Capítulo v, se patentiza la idea de esos derechos así:

… que los derechos sociales contenidos en la Constitución consolida las 
demandas sociales, jurídicas, políticas, económicas y culturales de la so-
ciedad en un momento histórico en que los venezolanos y venezolanas se 
redescubren como actores de la construcción de un nuevo país inspirado 
en los saberes populares que le dan una nueva significación al conoci-
miento socio-político y jurídico del nuevo tiempo.

Se agrega en el Capítulo citado que: «La corresponsabilidad entre sociedad 
y Estado, el sentido de la progresividad de los derechos, la indivisibilidad 
e interdependencia de los derechos humanos constituyen una herramienta 
doctrinaria que define una nueva relación de derechos y obligaciones entre 
sujetos que participan solidariamente en una sociedad democrática…».

En correspondencia con la norma antes citada, la Constitución vigente con-
signó en el artículo 78, principios derivados de la Convención, específica-
mente el niño como sujeto de derecho y el interés superior del niño:

Los niños, niñas y adolescentes son sujetos plenos de derechos y es-
tarán protegidos por la legislación, órganos y tribunales especializados, 
los cuales respetarán, garantizarán y desarrollarán los contenidos de esta 
Constitución, la Convención sobre los Derechos del Niño y demás tra-
tados internacionales que en esta materia haya suscrito y ratificado la Re-
pública. El Estado, las familias y la sociedad asegurarán, con prioridad 
absoluta, protección integral, para lo cual se tomará en cuenta su interés 
superior en la decisiones y acciones que les conciernen.



Esta es la norma de alto significado que la Constitución asumió para cons-
truir el Sistema de Protección Integral de la Infancia y Adolescencia en 
nuestro país. Significa que la legislación que se dicte con base en ella, desde 
luego, debe circunscribirse a los principios allí citados. Y pasar a la legisla-
ción especial para que esta concrete en su texto las líneas a desarrollar en el 
tema ya descrito.

Desde el año 2003, se inicia en la Sala de Casación Social del Tribunal Su-
premo de Justicia la reforma de dicha Ley para producir un nuevo texto que, 
se promulga el 10 de diciembre de 20075, adecuándose a la Constitución vi-
gente en el Título iii, artículo 78 que contiene los principios esenciales para el 
nuevo texto legal.

Esta norma contiene los siguientes principios: a. Reconocimiento de los 
niños, niñas y adolescentes como sujetos plenos de derechos, y como ciuda-
danos y ciudadanas; b. el interés superior del niño, niña y adolescente; c. el 
papel fundamental y prioritario de la familia en la vida de los niños, niñas y 
adolescentes; d. corresponsabilidad del Estado, la familia y la sociedad en 
la protección integral de la infancia y la adolescencia. Estos principios los 
asume el Sistema Rector Nacional para la Protección de los Niños, Niñas y 
Adolescentes para cumplir los predicamentos de la Convención, ahora en el 
centro del Sistema de Protección Integral del Niño, Niña y Adolescente de 
Venezuela. Además, la reforma intentada se orienta por los siguientes prin-
cipios: i. Fortalecimiento de la oralidad; ii. proceso por audiencias; iii. uni-
formidad de procedimientos; iv. fortalecimiento de los medios alternativos  
de resolución de conflictos6; v. redefinición de las funciones judiciales,  
y vi. modernización del tribunal, reflejados en el sistema judicial de protección.

5	 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N.º 5859 extraordinario.
6	 Vid. Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, artículo 258: «… La 

ley promoverá el arbitraje, la conciliación, la mediación y cualesquiera otros medios 
alternativos para la solución de conflictos».
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3. La Ley Orgánica para la Protección del Niño, Niña 
y Adolescente

La Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes fue una ini-
ciativa del Tribunal Supremo de Justicia. Establece en el artículo 1 lo siguiente: 

Objeto. Esta Ley tiene por objeto garantizar a todos los niños y adoles-
centes, que se encuentren en el territorio nacional, el ejercicio y el disfrute 
pleno y efectivo de sus derechos y garantías, a través de la protección in-
tegral que el Estado, la sociedad y la familia deben brindarles desde el 
momento de su concepción.

Pues bien, así se estableció cuál era la misión de la Ley. En ella se encuentra 
el comienzo de lo que significa para el país la protección integral de los niños, 
niñas y adolescentes. Justamente, la validez del Sistema Rector Nacional 
para la Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes se encuentra en 
el centro del sistema de protección porque a él le corresponde todo el desa-
rrollo de las políticas destinadas a la protección de la infancia y adolescencia. 
En forma minuciosa, se describen los objetivos de la Ley, al definir cada uno de 
los hechos que deben ajustarse al Sistema Rector Nacional para la Protección 
Integral de Niños, Niñas y Adolescentes.

La Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes sigue los 
lineamientos previstos en la Convención en sus cuatro primeros artículos ya 
indicados, desde luego, en el resto del articulado de la normativa. Se acentúa, 
en este caso, el significado que tiene el artículo 117 cuando define los ob-
jetivos y el funcionamiento del Sistema Rector Nacional para la Protección  
Integral de Niños, Niñas y Adolescentes.

Para ello utiliza los «medios» previstos en el artículo 118 de la Ley Orgánica para 
la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes; describe quiénes lo integran (ar-
tículo 119), y define lo que debe entenderse por políticas, programas y proyectos 
de protección integral de niños, niñas y adolescentes (artículos 120 al 132).



En el artículo 8 se establece el interés superior del niño como un principio de 
interpretación y aplicación de la Ley, y el Estado promoverá su incorporación 
progresiva a la ciudadanía activa y creará un Sistema Rector Nacional para la 
Protección Integral de los Niños, Niñas y Adolescentes, con lo cual queda es-
tablecido el aspecto conceptual del mencionado texto internacional y de allí 
hay una derivación lógica hacia la Constitución y, desde luego, a la Ley Or-
gánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, que es la base fun-
damental del Sistema Rector Nacional para la Protección Integral de Niños, 
Niñas y Adolescentes.

Por otra parte, el artículo 10 define que: «Todos los niños, niñas y adoles-
centes son sujetos de derecho; en consecuencia, gozan de todos los derechos 
y garantías consagrados en favor de las personas en el ordenamiento jurídico, 
especialmente aquellos consagrados en la Convención sobre los Derechos del 
Niño». Es decir, la Ley se ajustó a la Convención y a la Constitución venezo-
lana para garantizar los derechos que los textos mencionados prevén en su 
desarrollo. Ahora bien, el principio que hemos mencionado en el artículo 78 
de la Constitución incorporado en el artículo 10 de la Ley tiene importancia 
para las relaciones del niño con su familia, la sociedad y el Estado, porque de 
él se derivan consecuencias para su vida, cimiento y desarrollo integral del 
niño. Es, también, un mandato para el Estado cuyas políticas deben tomar en 
cuenta los dos principios arriba indicados que tienen elementos objetivos y 
subjetivos indispensables para los niños, niñas y adolescentes en la multipli-
cidad de relaciones que tiene el crecimiento y desarrollo del niño.

4. El Sistema Rector Nacional para la Protección Integral 
de Niños, Niñas y Adolescentes

4.1. Definición
«Es el conjunto de órganos, entidades y servicios que formulan, coordinan, in-
tegran, orientan, supervisan, evalúan y controlan las políticas, programas y 
acciones de interés público nacional, estatal y municipal destinadas a la protec-
ción y atención de todos los niños, niñas y adolescentes, y establecen los medios  
a través de los cuales se asegura el goce efectivo de los derechos, garantías,  
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el cumplimiento de los deberes establecidos en esta Ley» (artículo 117 de la 
Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes). Este Sis-
tema funciona a través de los Poderes Públicos, de la sociedad y de la familia, 
es un conjunto articulado de acciones intersectoriales realizadas por órganos, 
entes del Estado y por la sociedad organizada, para la protección del niño.

4.2. Medios
Para el logro de estos objetivos, el Sistema cuenta con los siguientes Medios: 
a. Políticas y programas de protección y atención; b. medidas de protección; 
c. órganos administrativos y judiciales de protección; d. entidades y servicios 
de atención; e. sanciones; f. procedimientos; g. acción judicial de protección; 
h. recursos económicos.

Estos medios están indicados en la Ley para que, de acuerdo con el esquema 
que presenta el Sistema apegado a la legislación vigente, se establezcan todos 
los aspectos señalados en el artículo 118 de la Ley Orgánica para la Protección 
de Niños, Niñas y Adolescentes, cada uno de los cuales cumple con sus fun-
ciones previstas en la Ley para desarrollar la protección de los niños, niñas 
y adolescentes, conforme a los caracteres que tiene la Ley para lograr que el 
movimiento de los medios citados funcione en favor de la protección inte-
gral del niño. La articulación de ellos produce unos resultados positivos en el 
abordaje de los problemas confrontados por la infancia y adolescencia; debe 
disponer de los recursos necesarios para cumplir con la misión convenida.

4.3. Integrantes
El Sistema Rector Nacional para la Protección Integral de Niños, Niñas y 
Adolescentes (artículo 119 de la Ley Orgánica para la Protección de Niños, 
Niñas y Adolescentes) está integrado por:

a. Ministerio del poder popular con competencia en materia de protección in-
tegral de niños, niñas y adolescentes. Es el órgano rector del Sistema Rector 
Nacional para la Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes7.  

7	 Vid. artículo 133 de la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adoles-
centes: «Del Órgano Rector. El ministerio del poder popular con competencia en 



b. Consejos de derechos de niños, niñas y adolescentes y consejos de pro-
tección de niños, niñas y adolescentes. Es un instituto autónomo con per-
sonalidad jurídica y patrimonio propio, adscrito al Ministerio (artículos 
134-137). c. Tribunales de protección de niños, niñas y adolescentes y Sala 
de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia. El ejercicio de la ju-
risdicción para la resolución de los asuntos sometidos a su decisión. d. Mi-
nisterio Público (artículo 169). e. Defensoría del Pueblo (artículo 169-A). 
f. Defensa Pública (artículo 169-B). g. Entidades de atención. Son institu-
ciones de interés público que ejecutan proyectos, medidas y sanciones. h. 
Defensorías de niños, niñas y adolescentes. Es un servicio de interés pú-
blico que en cada municipio debe ser organizado por la Alcaldía y, de 
acuerdo con su población, deberá contar con más de una Defensoría.  
i. Los consejos comunales y demás formas de organización popular.

materia de protección integral de niños, niñas y adolescentes es el órgano rector del 
Sistema Rector Nacional para la Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes, 
siendo sus atribuciones las siguientes: a. Definir las políticas del Sistema Rector Na-
cional para la Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes. b. Aprobar el Plan 
Nacional para la Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes. c. Aprobar los 
lineamientos y directrices generales, de carácter imperativo y obligatorio cumpli
miento, del Sistema Rector Nacional para la Protección Integral de Niños, Niñas y 
Adolescentes, presentadas a su consideración por el Consejo Nacional de Derechos 
de Niños, Niñas y Adolescentes. d. Efectuar el seguimiento y la evaluación de las 
políticas, planes y programas en materia de protección integral de niños, niñas y 
adolescentes. e. Revisar y proponer las modificaciones a la normativa legal aplicable,  
a los fines de garantizar la operatividad del Sistema Rector Nacional para la Protec-
ción Integral de Niños, Niñas y Adolescentes. f. Establecer y desarrollar formas de 
interacción y coordinación conjunta entre entes públicos, privados y comunitarios,  
a los fines de garantizar la integralidad de las políticas y planes del Sistema. g. Ga
rantizar el cumplimiento de las competencias y obligaciones del Sistema Rector  
Nacional para la Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes en las materias 
de su competencia, así como las de los entes u organismos bajo su adscripción. h. 
Ejercer los mecanismos de tutela que se deriven de la ejecución de la administración 
y gestión de los entes u organismos bajo su adscripción. i. Requerir del Consejo Na-
cional de Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes la información administrativa y 
financiera de su gestión. j. Elaborar el Reglamento de la presente Ley. k. Las demás 
establecidas en la ley y por el Ejecutivo Nacional».
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El artículo 119 se trató de articular a entes públicos para lograr la finalidad, 
por lo cual se señala en la misma la competencia de cada integrante del Sis-
tema Rector Nacional cuyo papel se encuentra indicado, sobre todo, para la 
protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. En el momento 
de confeccionar el texto legal fue una magnifica experiencia articular los 
entes citado, para luego precisar las funciones que se indican en el texto.

4.4. Políticas, programas y proyectos de protección integral 
de niños, niñas y adolescentes
«Es el conjunto de orientaciones y directrices, de carácter público, dictadas 
por los órganos competentes, a fin de guiar las acciones dirigidas a asegurar 
los derechos y garantías consagrados en esta Ley», definida como política 
para fijar las orientaciones y directrices en materias, tales como asistencia  
–protección integral–, comunicación, integración –hacer que alguien o algo 
pase a formar parte de un todo, Drae–, coordinación, promoción, evalua-
ción, control, estímulo y financiamiento. Están involucrados en este aspecto 
el Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial por intermedio de los órganos com-
petentes del sistema (artículo 120 de la Ley Orgánica para la Protección de 
Niños, Niñas y Adolescentes).

Por otra parte, «el Estado y sociedad son responsables por la formulación, 
ejecución y control de las políticas de protección de niños, niñas y adoles-
centes de conformidad con esta Ley» (artículo 121). Es un concepto que 
se repite en el ordenamiento jurídico de protección de la infancia y adoles-
cencia, es el núcleo del sistema y debe agregarse «familia».

Y, finalmente, el artículo 122 se refiere «a la obligatoriedad de las políticas 
adoptadas que tienen carácter vinculante para todos los integrantes del Sis-
tema Rector Nacional para la Protección Integral de los Niños, Niñas y Ado-
lescentes dentro de sus respectivos ámbitos de competencia». Se trata de una 
materia de orden público eminente, de carácter constitucional, de ineludible 
cumplimiento. Es más, los entes públicos frente a las políticas y programas 
deben someterse al imperio de este vínculo legal que opera en beneficio de la 
estructura histórica de un pueblo: es su infancia y su adolescencia.



Se define en el artículo 123 del texto legal que: «El programa o proyecto es el 
plan desarrollado por personas naturales, jurídicas o entidades de atención, 
con el objeto de proteger, atender, capacitar, fortalecer los vínculos fami-
liares, lograr la inserción social, entre otros, dirigidos a garantizar los de-
rechos de los niños, niñas y adolescentes». Durante la elaboración de la Ley 
Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes se realizaron va-
rios programas y proyectos8 por parte de la Sala de Casación Social del Tri-
bunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela para 
la protección, atención, capacitación, fortalecimiento de los vínculos fami-
liares, inserciones sociales, entre otros objetivos, dirigidos a garantizar los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes. Este fue el impulso central que 
movió las líneas de trabajo para la elaboración de la Ley, asimismo, el esta-
blecimiento de los medios alternos de resolución de conflictos, para realizar 
el contenido de los artículos 78, 49, 257 y 258 del texto constitucional vigente 
en el país. La Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes  
establece los tipos:

Artículo 124.- Tipos: a. De asistencia para satisfacer las necesidades de 
los niños, niñas, adolescentes y sus familias, que se encuentren en situa-
ción de pobreza o afectados por desastres naturales y calamidades. b. De 
apoyo u orientación: para estimular la integración del niño, niña y adoles-
cente en el seno de su familia y de la sociedad, así como guiar el desarrollo 
armónico de las relaciones entre los miembros de la familia. c. De coloca-
ción familiar para organizar la colocación de niños, niñas y adolescentes 
en familias sustitutas mediante un proceso de selección. d. De rehabilita-
ción y prevención: para atender a los niños, niñas y adolescentes que sean  

8	 Matus Nakamura, Julio: «Los proyectos se dan cuando existen actividades nuevas, 
incluyendo mejoras nuevas. Tienen un inicio y fin, objetivos específicos, entrega-
bles y son únicos. Los programas agrupan proyectos relacionados, que pueden ser 
ejecutados de manera secuencial o paralela», https://sg.com.mx/buzz/diferencia- 
entre-programas-y proyectos. Según el Diccionario de la lengua española. RAE. 
Madrid, 2001, «Programa (…) 2. Previa declaración de lo que se piensa hacer en 
alguna materia u ocasión», «Proyecto. Representación en perspectiva o designio o 
pensamiento de ejecutar algo, idear, trazar o proponer el plan y los medios para la 
ejecución de algo».
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objeto de torturas, maltratos, explotación, abuso, discriminación, crueldad, 
negligencia u opresión; tengan necesidades especiales tales como discapa-
citados o discapacitadas y superdotados o superdotados; sean consumi-
dores de sustancias alcohólicas, estupefacientes o psicotrópicas; padezcan 
de enfermedades infecto-contagiosas; tengan embarazo precoz; así como 
para evitar la aparición de estas situaciones. e. De identificación: para 
atender las necesidades de inscripción de los niños, niñas y adolescentes 
en el Registro del Estado Civil y de obtener sus documentos de identidad. 
f. De formación, adiestramiento y capacitación: para satisfacer las nece-
sidades de capacitación de las personas que se dediquen a la atención de 
niños, niñas y adolescentes; así como las necesidades de adiestramiento y 
formación de los niños, niñas o adolescentes, su padre, madre, represen-
tantes o responsables. g. De localización: para atender las necesidades de 
los niños, niñas y adolescentes de localizar a su padre, madre, familiares, 
representantes o responsables; que se encuentren extraviados, desapare-
cidos o hayan sido de alguna forma separados o separadas del seno de su 
familia o de la entidad de atención en la que se encuentran, o les hayan vio-
lado su derecho a la identidad. h. De abrigo: para atender a los niños, niñas 
y adolescentes que lo necesiten, de acuerdo a lo previsto en el artículo 127 
de esta Ley. i. Comunicacionales: para garantizar la oferta suficiente de 
información, mensajes y programas dirigidos a niños, niñas y adoles-
centes divulgados por cualquier medio comunicacional o a través de redes 
y a que esta oferta contribuya al goce efectivo de los derechos a la educa-
ción, salud, recreación, participación, información y a un entorno sano de 
todos los niños, niñas y adolescentes, estimulando su desarrollo integral.  
j. Socio-educativos: para la ejecución de las sanciones impuestas a los y 
las adolescentes por infracción a la ley penal. k. Promoción y defensa: para 
permitir que los niños, niñas y adolescentes conozcan sus derechos y los 
medios para defenderlos. l. Culturales: para la preparación artística, 
respeto y difusión de los valores autóctonos y de la cultura universal.

4.5. Medidas de Protección
En cuanto a las medidas de protección desarrolladas en la misma Ley (ar-
tículo 125) son impuestas por la autoridad competente cuando se causa un 



daño a un niño, niña o adolescente. Esa violación puede provenir del Estado 
o de la sociedad o de la misma familia, las cuales también pueden denunciar 
del hecho ocurrido y los órganos están en la obligación de investigar y cons-
tatar la denuncia. La Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Ado-
lescentes indica cuáles son los tipos de medidas que pueden procesarse para 
proteger al infante o al adolescente. El primer caso es el de la inclusión del 
niños, niñas y adolescentes y su familia, en forma conjunta o separada en al-
gunos o varios de los programas que se han señalado en el artículo 124 de la 
Ley. El listado de estos tipos de programas para atender la amenaza o violación 
de los derechos del niño son los siguientes:

a. Inclusión del niño, niña o adolescente y su familia, en forma conjunta 
o separada, según el caso, en uno o varios de los programas a que se re-
fiere al artículo 124 de esta Ley. b. Orden de matrícula obligatoria o perma-
nencia, según sea el caso, en escuelas, planteles o institutos de educación. 
c. Cuidado en el propio hogar del niño, niña o adolescente, orientando y 
apoyando al padre, a la madre, representantes o responsables en el cumpli-
miento de sus obligaciones, conjuntamente con el seguimiento temporal de 
la familia y del niño, niña o adolescente, a través de un programa. d. Decla-
ración del padre, de la madre, representantes o responsables, según sea el 
caso, reconociendo responsabilidad en relación al niño, niña o adolescente. 
e. Orden de tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico, ambulatorio o 
en régimen de internación en centro de salud, al niño, niña o al adolescente 
que así lo requiera o a su padre, madre, representantes o responsables, en 
forma individua o conjunta, según sea el caso. f. Intimación al padre, a la 
madre, representantes, responsables o funcionarios y funcionarías de iden-
tificación a objeto de que procesen y regularicen, con estipulación de un 
plazo para ello, la falta de presentación e inscripción ante el Registro del 
Estado Civil o las ausencias o deficiencias que presenten los documentos 
de identidad de niños, niñas y adolescentes, según sea el caso. g. Separa-
ción de la persona que maltrate a un niño, niña o adolescente de su entorno. 
h. Abrigo. i. Colocación familiar o en entidad de atención. j. Adopción. Se 
podrá aplicar otras medidas de protección si la particular naturaleza de la 
situación la hace idónea a la preservación o restitución del derecho, dentro 
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de los límites de competencia del Consejo de Protección de Niños, Niñas  
y Adolescentes que las imponga.

El Sistema Rector Nacional de Protección Integral de los Niños, Niñas y Ado-
lescentes, entre otras decisiones tomadas al aprobarse la Ley fue la de ubicar 
los Tribunales de Protección en las mejores sedes, además la formación profe-
sional de los funcionarios en la Escuela de la Magistratura, con énfasis especial 
en los jueces para quienes se diseñaron varios cursos en materia de Derecho 
Constitucional, Derecho Procesal, Derecho de Familia y una información sobre 
los medios alternos de solución de conflicto para fortalecer dicho proceso. Por 
otra parte, en materia de relaciones internacionales se acentuó el vínculo con 
las Naciones Unidas, en su oficina Unicef, establecido desde 1967 que aportó, 
y aporta, sus procedimientos y técnicas de educación para el personal. Igual-
mente se establecieron relaciones con la Conferencia Internacional de la Haya 
para el desarrollo de la restitución internacional de niños, niñas y adolescentes y 
el tratamiento de los problemas de la infancia y adolescencia que comprende el 
área penal y los derechos humanos al más alto nivel profesional.

De modo que la Ley es reforzada por todas las instancias internacionales re-
lacionadas con el tema de la infancia y adolescencia ya mencionada y en lo 
nacional, por la Constitución vigente basándose en la Convención sobre los 
Derechos del Niño a través de Sistema Rector Nacional para la Protección 
Integral de Niños, Niñas y Adolescentes integrado por un conjunto de ór-
ganos, entidades y servicios que formulan, coordinan, integran, orientan, su-
pervisan, evalúan y controlan las políticas, programas y acciones de interés 
público a nivel nacional, estatal y municipal, destinadas a la protección de la 
infancia y adolescencia, que establece los medios para asegurar el goce efec-
tivo de los derechos y garantías previstos en la Ley Orgánica para la Protección 
de Niños, Niñas y Adolescentes.

El Sistema Rector Nacional de Protección Integral asume, para abordar la 
protección integral de los niños, niñas y adolescentes, las siguientes mate-
rias: a. La salud, b. alimentación, c. educación, d. vivienda, y e. protección in-
tegral de sus derechos e impulsa las políticas que dicte para la realización de 



sus metas. Por tanto, dispone de «medidas de protección» acorde al Sistema 
aquí indicado para proteger los sujetos de la Ley, en consecuencia, se pros-
cribe el castigo, la discriminación, el irrespeto, la agresión, el abuso, el aban-
dono moral y material. Considera, además, el proceso de maduración física 
y mental como sujeto de derecho, el respeto como condición esencial para su 
vida. Por otra parte, el Sistema, en combinación con el Estado, la sociedad  
y la familia, implantará las medidas proyectadas desde la Convención en 
todos los niveles institucionales pertinentes para protegerlo.

Los organismos administrativos o judiciales designados tendrán el interés 
superior del niño como norma de interpretación y aplicación de la Ley,  
en todo hecho, acto o medida que lo afecte, que debe estar presente en toda 
disputa, cualquiera sea su nivel, para después decidir lo mejor en beneficio de 
los niños, niñas y adolescentes.

La jurisprudencia de los tribunales de protección, en todas sus instancias, 
ha resuelto casos emblemáticos sobre el sentido que tiene el principio del in-
terés superior del niño, específicamente la Sala Constitucional del Tribunal  
Supremo de Justicia, a saber:

… estima esta Sala que, en razón del alegado principio del interés supe-
rior del niño, tal solicitud clama por una respuesta, no solo en interés de 
los menores involucrados sea cual fuere la decisión que se tome, sino tam-
bién por el deber que tiene el Estado venezolano de dar curso y repudiar 
–en caso de llevar razón el solicitante– aquellos hechos cometidos en per-
juicio de los menores, como lo sería el apartamiento ilícito de los menores 
o adolescentes del lado de las personas o instituciones que estuvieren en 
el deber de guardarlos9.

El Sistema Rector Nacional ha señalado: «El principio del interés superior 
¿cómo opera? (…) Se ha dicho que el interés superior del niño debe prevalecer 

9	 TSJ/SC, sent. N.º 579, del 20-06-00, vid. Derecho de la Niñez y de la Adolescencia en 
la Doctrina de la Sala Constitucional (2000-2008). TSJ. Carmen Zuleta de Merchán, 
compiladora. Caracas, 2009.
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para decidir conflictos de derechos de igual rango; así ni el interés de los pa-
dres, ni el de la sociedad, ni el Estado pueden ser considerados prioritarios 
por encima de los derechos del niño»10.

De la naturaleza de este principio constitucional consciente y así lo ordena 
a las instituciones bajo su dependencia, la validez de dicho principio como 
instrumento para las buenas prácticas del Sistema de Protección. La juris-
prudencia es útil revisarla previamente para tomar cualquier decisión o me-
dida que afecte el interés superior del niño, debe contribuir a que se tomen 
medidas apropiadas para combatir cualquier desviación que afecte el interés 
del niño o cualquier hecho que afecte su condición de ser humano. La vi-
gilancia de la educación en todos sus niveles es una meta a cubrir para que 
el respeto y las normas establecidas le den seguridad a su vida en los ni-
veles de su acontecer cotidiano para lo cual es indispensable que haya una 
protección de la familia y la sociedad cuando el niño la requiera, pero, 
además, es una materia que debe desarrollar políticas de prevención para sal-
vaguardar los valores señalados por la normativa antes indicada. Hay cir-
cunstancia en los cuales la Administración Pública debe intervenir para 
garantizar los derechos de los niños, niñas y adolescentes, sobre todo, en 
los casos de abandono material y moral, corrupción, prostitución, trabajo 
forzoso, explotación que ocurren lamentablemente y hay otra circunstan-
cias que el Poder Judicial debe asumir para su protección, los consejos de 
protección son los guardianes permanentes de la vida de los niños, niñas y 
adolescentes, durante 24 horas del día están en guardia: en cada municipio, 
para combatir el ambiente o condición dañina que lo afecte. Por eso, todo 
lo que diga el ordenamiento jurídico en esta materia, se fundamenta en el 
texto universal señalado arriba en primer lugar, pero también la literatura 
nacional de esa misma categoría tienen una fortaleza que le permite desa-
rrollar el principio de protección en el tono más elevado. Es útil concienti-
zarse que más que un aprendizaje sea un deber nacional que concierne al país  

10	 Vid. El Derecho de la Niñez y Adolescencia en la Doctrina de la Sala Constitucional 
(ene. 2009-abr. 2012). TSJ. Carmen Zuleta de Merchán, compiladora. Caracas, 
2012, p. 48.



y junto con el Estado y la sociedad se eleve la protección al máximo grado 
de desarrollo. Estamos hablando de la familia en específico y de la sociedad  
en general, que, dicho sea de paso, ha desarrollado programas de protección 
de gran validez. La Convención está reflejada en el Sistema Rector Nacional de 
Protección del Niño, en la Constitución y en la Ley, y constituyen el soporte na-
cional de la política prevista. Los medios, los integrantes, las políticas y programas 
de protección integral de niños, niñas y adolescentes han pretendido asumir 
una asistencia de primer orden y darle al país la fortaleza que se requiere para  
lograr las metas que diseña el Sistema de protección.

5. Unicef

Para articular objetivamente el trabajo de una institución de las Naciones 
Unidas con los Estados Miembros de la Convención y subjetivamente con 
la familia, el significado de Unicef es máximo. Inició su labor en el año de 
1946 como el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y hoy actúa en 
190 países enarbolando el estandarte de la Convención sobre los Derechos 
del Niño. El primer acuerdo que Venezuela celebró con Unicef fue en el año 
de 196711, desde entonces ha contribuido para la protección de la infancia y 
adolescencia en nuestro país, vinculada al Sistema Rector Nacional para la 
Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes y ha jugado un papel pre-
ponderante en la legislación de Protección. Para la elaboración de la Ley Or-
gánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes su participación 
contribuyó grandemente.

* * *

Resumen: El autor describe los textos jurídicos que sirven de 
soporte al actual Sistema Rector Nacional para la Protección 
Integral de Niños, Niñas y Adolescentes. Con ello aborda sus 
elementos estructurales, a saber: su conceptualización, me-
dios, integrantes, políticas, programas, proyectos y medidas de 

11	 www.unicef.org/es.
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protección, todos estos elementos funcionan en conjunto para 
garantizar, con la participación del Estado, la sociedad y la fa-
milia, la protección integran que se anhela para todos los niños, 
niñas y adolescentes. Palabras clave: Sistema Rector Nacional, 
protección integral, Convención sobre los Derechos del Niño.


